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Resumen ejecutivo

Con el fin de analizar las causas, los 
patrones y los responsables de la vio-
lencia contra los líderes y lideresas 
sociales en Colombia y reflexionar 
sobre las políticas necesarias para 
evitar la prolongación y el escala-
miento de este fenómeno, el 16 de 
agosto de 2018, Indepaz, Democra-
cia Hoy, Ciudadanos y Ciudadanas 
por la Paz y Rodeemos el Diálogo, 
con el apoyo de la Fundación Hein-
rich Böll, llevaron a cabo un diálogo 
entre diferentes instituciones con 
responsabilidad en la protección y 
la difusión de los derechos humanos 
de todos los colombianos y organi-
zaciones de la sociedad civil que rea-
lizan investigación al respecto. Por 
parte del Estado se hicieron presen-
tes representantes de la Procuraduría 
General de la Nación y de la Defen-
soría del Pueblo; por la comunidad 
internacional, el Instituto Kroc; por 
la academia, el Observatorio de Res-
titución y Regulación de Derechos 
de Propiedad Agraria; y por la socie-
dad civil, Indepaz, el movimiento po-
lítico Colombia Humana —que ha 
exigido garantías especiales a la Co-
misión Nacional de Garantías de Se-
guridad— y Rodeemos el Diálogo.1

1 En el evento participaron Borja 
Paladini Adell (representante en Colombia 
del Instituto Kroc); Saúl Emir Ramírez Que-
sada (asesor, Procuraduría Delegada para la 
Defensa de los Derechos Humanos); Sergio 
Roldán (Dirección Nacional de Promoción 
y Divulgación de Derechos Humanos, De-
fensoría del Pueblo); Carlos Eduardo Espitia 
Cueca (Indepaz); Francisco Gutiérrez Sanín 
(Observatorio de Restitución y Regulación 
de Derechos de Propiedad Agraria, Univer-
sidad Nacional de Colombia); Gloria Flórez              

Los participantes identificaron, en-
tre otras, cuatro causas de la violencia 
actual contra los líderes y defensores: 
(1) las disputas por la tenencia y el 
uso de la tierra y por el territorio;      
(2) la falta de garantías de seguridad 
por parte del Estado en contextos re-
conocidamente violentos para líderes 
y lideresas que participan en espacios 
e impulsan acciones de construcción 
de paz; (3) la cultura política que, 
por medio de la estigmatización, le-
gitima la eliminación de la oposición 
por métodos violentos, y (4) la coe-
xistencia de actores legales e ilegales 
en coaliciones regionales violentas 
que atentan contra el fortalecimien-
to de las organizaciones sociales a 
través de amenazas, desplazamientos 
y/o asesinatos.

Además, se esbozaron, entre otras, 
tres sugerencias para que el Estado 
actúe para superar la crisis: (1) pro-
ducir un libro blanco junto con las 
organizaciones sociales y la comuni-
dad internacional, como instrumen-
to de diálogo y concertación para la 
formulación de políticas públicas; 
(2) propiciar pactos regionales de 
no violencia y contra la estigmatiza-
ción, y darles eficacia a los pactos ya 
suscritos; (3) liderar un gran pacto 
político o acuerdo nacional que se 
convierta en un programa de acción.

Finalmente, se hicieron varios llama-
dos a la sociedad civil a: (1) aunar 

(representante de la sociedad civil en la Co-
misión Nacional de Garantías de Seguridad) 
y Francy Carranza (Rodeemos el Diálogo). 
La moderación estuvo a cargo de Andrei          
Gómez-Suárez (Rodeemos el Diálogo).
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esfuerzos para tener la capacidad 
de exigir con mayor rigor al Esta-
do colombiano medidas y acciones 
contundentes para desmantelar las 
estructuras violentas paralelas al Es-
tado; (2) hacer un llamado de aten-
ción al Estado: ¡los líderes no pueden 
ser utilizados solo como puente para 
entrar al territorio!, y (3) persistir en 
no bajar la presión que exige garan-
tías para los líderes sociales. Igual-
mente, los participantes invitaron 
a diferentes instancias de la comu-
nidad internacional a involucrarse 
como «sombrillas internacionales 
contra la lluvia de balas».

Este documento recoge las reflexio-
nes históricas, los diagnósticos actua-
les, las percepciones de la sociedad 
civil, las respuestas institucionales y 
las propuestas que se hicieron en el 
marco de este diálogo.

¿Una historia que se repite?

La victimización de los líderes y lide-
resas sociales en Colombia alarma y 
escandaliza. Producen impotencia y 
desazón las noticias diarias, los ba-
lances y las denuncias que emiten dis-
tintas instituciones y centros de pen-
samiento, la academia y los medios 
de comunicación. Inevitablemente, 
este fenómeno lleva a recordar el ge-
nocidio de la Unión Patriótica. Aun-
que hay diferencias entre una y otra 
victimización, se hace evidente un 
común denominador: las amenazas 
y los atentados no solo se han ejecutado 
con la finalidad de diezmar e intimi-
dar a una persona específica que desde 
su individualidad ejercía algún tipo 
de liderazgo, sino que el despliegue                                                                           

criminal se ha centrado en desverte-
brar y romper el tejido social de las 
mismas comunidades a las cuales per-
tenecían y desde donde ejercían legíti-
mamente actividades reivindicativas 
de defensa y denuncia en favor de las 
personas que representaban y de sus 
mismos territorios.

Si bien es cierto que como resultado 
del acuerdo de paz entre el gobierno 
del presidente Juan Manuel Santos 
(2010-2018) y las Fuerzas Armadas 
Revolucionarias de Colombia-Ejér-
cito del Pueblo (Farc-EP) dismi-
nuyeron los hechos de violencia 
relacionados con el conflicto arma-
do, tal como lo señaló el Instituto 
Kroc en su segundo informe publi-
cado en agosto de 2018,2 también 
lo es que después de vivir los niveles 
más bajos de violencia entre agosto 
y octubre de 2016,3 desde noviem-
bre del mismo año se ha producido 
un incremento en los homicidios de 
líderes sociales, defensores de dere-
chos humanos y excombatientes de 
las Farc-EP. Estos hechos persisten 
en gran parte por la visibilización 
a la que las víctimas se expusieron 
luego de las reconfiguraciones de 
los poderes locales en los territorios 
una vez empezaron el cese al fuego, 
el desarme y la reincorporación a la 
vida civil y política de los miembros 
de las Farc-EP.

2 Ver: https://kroc.nd.edu/assets/ 
284864/informe_2_instituto_kroc_final_
with_logos.pdf (18 de octubre de 2018).
3 Ver: https://www.eltiempo.com/
justicia/ser vicios/disminucion-de-los-
homicidios-en-colombia-por-el-proceso-de-
paz-108132 (29 de octubre de 2018).
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Las preocupaciones 
del Instituto Kroc

Además del ya dramático hecho del 
asesinato de un individuo, preocupa 
el efecto negativo que tiene la pérdi-
da de un líder social en la implemen-
tación del acuerdo y la calidad de la 
paz; es decir, la cascada negativa del 
impacto. Muchos de estos líderes 
eran personas que ocupaban roles 
importantes en la implementación 
del acuerdo en temas como la resti-
tución de tierras, la sustitución de 
cultivos, la participación política y 
los Programas de Desarrollo con En-
foque Territorial (PDET). Su asesi-
nato tiene un impacto personal, pero 
tiene también un impacto en todos 
aquellos que están implementando 
el acuerdo y liderando actividades 
de profundización de la democracia 
y de consolidación del Estado en los 
territorios. Sin los líderes se pone en 
riesgo el despliegue territorial de la 
implementación del acuerdo, ya que 
son ellos «la punta de lanza», es de-
cir, la entrada de la legitimidad del 
Estado en los territorios más afecta-
dos por el conflicto, donde históri-
camente la presencia estatal ha sido 
muy débil.

Aunque el segundo informe del Ins-
tituto Kroc muestra un avance del   
61 % en las disposiciones del acuerdo 
con algún nivel de implementación 
—mínima, intermedia o completa—, 
de ese porcentaje solo el 21 % de las
disposiciones se ha implementado 
completamente.4 Un problema en 

4 Instituto Kroc, op. cit., p. 20.

materia de protección de los líderes 
sociales es la falta de traducción de lo 
formal a la práctica. Es evidente que, 
aunque son pasos positivos, no bas-
tan las directivas ni las exhortaciones 
de los órganos estatales a sus funcio-
narios, ni los procesos de capacita-
ción de los mismos. Estas medidas 
no han sido efectivas para la protec-
ción de líderes sociales, defensores de 
derechos humanos y excombatientes 
de las Farc-EP. Por eso es necesario 
generar una reflexión que permita 
establecer las prioridades, lo que es 
necesario ajustar, y a qué medidas 
hay que darles tiempo para mostrar 
resultados, ya que, según el Institu-
to Kroc, la situación de seguridad y 
protección de los líderes sociales es 
el principal problema que enfrentan 
la implementación del acuerdo y la 
construcción de paz.

Los patrones de la violencia

Según el informe especial de dere-
chos humanos de Indepaz, Marcha 
Patriótica y la Cumbre Agraria, en 
2017 los asesinatos no estuvieron 
determinados por los límites depar-
tamentales, sino que comenzaron a 
darse de forma regional, por núcleos 
que abarcan varios departamentos.5

Además, la proporción de asesinatos 
de mujeres y de hombres fue de uno 
a cinco aproximadamente. Según 
el informe, se presentaron diecisie-
te asesinatos de mujeres y 119 de 

5 Ver: https://co.boell.org/es/2018
/06/29/informe-especial-de-derechos-
humanos-situacion-de-lideresas-y-lideres-
sociales-de (19 de septiembre de 2018).
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hombres. En respuesta, se creó una 
comisión de derechos humanos de 
protección de lideresas, que ha reci-
bido muchas denuncias de todos los 
territorios.

El informe revela también el aumen-
to de la violencia contra los líderes 
y lideresas en los veinticinco días 
posteriores a la segunda ronda de las 
elecciones presidenciales, el 17 de 
junio de 2018, período en el que se 
pasó de un promedio de un asesinato 
cada tres días a un asesinato diario. 
La tendencia general este año es al 
alza frente a los años 2017 y 2016.6 

En cuanto a categorías de pobla-                                          
ciones afectadas, el 80,48 % de las 
víctimas de los 123 homicidios ocu-
rridos entre enero y junio de 2018 
hacía parte de organizaciones cam-
pesinas y juntas de acción comunal 
y/o étnicas.7

Según el informe, en el 62 % de los 
casos de homicidio, su perpetrador 
es desconocido, lo que tiene que ver 
con el modo de operación más co-
mún: el del sicariato.

Lo anterior concuerda con el análisis 
estadístico de los homicidios de líde-
res rurales del Observatorio de Res-
titución y Regulación de Derechos 
de Propiedad Agraria,8 según el cual 
las tres categorías de líderes que más 
asesinan son reclamantes de tierras, 
líderes de Juntas de Acción Comunal 

6 Ibid., separata, p. 2.
7 Ibidem.
8 Ver: http://www.observatoriode
tierras.org/er (15 de septiembre de 2018).

y líderes de sustitución de cultivos. 
En lo que algunos llaman «asesina-
to por invitación», el Estado crea un 
programa de transformación en el 
territorio y anima a los habitantes a 
participar en él, pero no les brinda 
ninguna seguridad.

En las estadísticas del observatorio, 
la columna de los perpetradores per-
manece en gran medida vacía: se cap-
tura en las estadísticas solo el 30 % de 
las identidades de los perpetradores. 
Se desconoce la mayoría de ellos. Sin 
embargo, gracias al trabajo en terre-
no, se sabe que son grupos herederos 
del paramilitarismo, disidencias de 
las Farc-EP y el ELN, lo cual coinci-
de también con las conclusiones del 
informe de Indepaz.

Las causas estructurales 
de la violencia

1. Las disputas por la tenencia y el 
uso de la tierra y por el territorio, 
así como la exclusión que reina 
en todos los órdenes: social, eco-
nómico y político. En el caso de 
la tenencia de la tierra, en más 
del 53 % del territorio nacional, 
los predios son informales, sin tí-
tulo de propiedad y sin una iden-
tidad que permita la protección 
del Estado.

2. La cultura política que elimina 
la oposición a través de métodos 
violentos. Según el informe Bas-
ta Ya, del Centro Nacional de 
Memoria Histórica, una de las 
principales causas de la violen-
cia política es la estigmatización 



6 · Líderes y lideresas sociales en acecho: causas, actores y políticas

y la descalificación del opositor 
político como enemigo y guerri-
llero.9

3. El paramilitarismo, el uso de la 
guerra sucia y de acciones encu-
biertas para afectar a los líderes 
y lideresas a través de amenazas, 
desplazamientos o asesinatos.

4. El narcotráfico, que es mucho 
más grave que las 200 mil hec-
táreas de cultivos ilícitos; la 
corrupción, que atraviesa trans-
versalmente a toda la institucio-
nalidad, desde ministros hasta 
concejales; y la impunidad, que 
se mantiene por encima del 90 %, 
son fenómenos que, como vere-
mos más adelante, impiden una 
respuesta estatal efectiva.

Las causas coyunturales 
de la violencia

1. La desaparición de las Farc-EP 
como grupo militar. El vacío 
dejado por las Farc-EP genera 
reacomodos del ELN, del EPL y 
de grupos armados ilegales que 
se disputan por el control de 
las rentas y los territorios. Se da 
también una reorganización del 
narcotráfico con la presencia de 
varios carteles (brasileros, mexi-
canos, venezolanos).

2. La visibilización de los líderes 
sociales que han participado en 

9 Ver: http://www.centrodememoria
historica.gov.co/micrositios/informeGeneral/
(15 de septiembre de 2018).

espacios de construcción de paz 
y que sin garantías de seguridad 
quedan en una situación de gran 
vulnerabilidad en medio de la 
implementación del acuerdo.

3. La polarización política que re-
sulta en la asimilación de los lí-
deres con opositores al modelo 
capitalista y aliados del «castro-
chavismo».

Percepciones de la sociedad 
civil sobre las actuaciones 
del Estado

A pesar de los pasos formales que ha 
tomado la institucionalidad estatal, 
sigue vigente la necesidad de garan-
tías para los defensores y defensoras 
en Colombia. Aunque se han creado 
innumerables comités y mesas de tra-
bajo, no se han producido cambios 
de fondo. Es más, en la Comisión 
Nacional de Garantías de Seguridad 
no se tocan las causas estructurales 
de dicha victimización.

No hay avances en materia del escla-
recimiento de los casos de violen-
cia contra los líderes y lideresas y la 
impunidad sigue siendo casi total.                   
Al contrario, se ha ido generando un 
ambiente político que legitima la re-
presión y las acciones violentas.

Frente a las estructuras paraestatales 
que generan violencia, se debe pre-
cisar la calidad de la respuesta del 
Estado a este desafío. El Estado no 
puede declararse impotente frente 
al fenómeno de la violencia contra 
los líderes y las lideresas sociales.                                
Si el Estado está creando una ventana 
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de oportunidad para la participación 
social, le incumbe dotar de seguridad 
a los líderes sociales que intervienen 
en dichas oportunidades (por ejem-
plo, a aquellos que participan en la 
sustitución de cultivos).

Resulta inverosímil que en Colombia 
el Estado ni siquiera tenga un conteo 
unificado de líderes sociales amena-
zados y asesinados. Es fundamental 
presionar para que la rama ejecutiva 
del poder público se apersone y tome 
medidas efectivas para consolidar un 
sistema de registro confiable.

El diagnóstico y la 
respuesta del Estado

La Defensoría del Pueblo realiza pe-
dagogía para la paz y sobre el acuer-
do, pero le genera preocupación 
incentivar a las comunidades a que 
participen, a que creen veedurías, ya 
que, de manera paradójica, podrían 
ser víctimas de acciones violentas. 
Pero, además, la Defensoría del Pue-
blo ha encontrado que en muchas 
zonas no hay un tejido social en los 
territorios, no hay quien rechace ni 
repudie este tipo de crímenes, no hay 
un actor que se haga visible después 
de un crimen de este tipo precisa-
mente porque son comunidades que 
siguen siendo amenazadas y sufren 
aún los rigores de este conflicto pro-
longado.

En ciertas circunstancias, la sociedad 
local no cuenta con las condiciones 
para construir el tejido social sobre 
el cual edificar un Estado democrá-
tico. Lo que sí hay son desconfianza 
y corrupción: un régimen político de 

corrupción que va de una pirámide 
local, sube a la pirámide departa-
mental y después trepa a la pirámide 
nacional.

Se requieren iniciativas estatales que 
cumplan su función. No basta con 
tratar de contrarrestar las amenazas 
con medidas superficiales, como cha-
lecos antibalas, teléfonos celulares 
o vehículos blindados. Se necesitan 
también procuradores y, en general, 
funcionarios públicos que no actúen 
en detrimento de la dignidad e inte-
gridad de los líderes.

Por su parte, la Procuraduría Gene-
ral de la Nación observa que muchas 
instituciones estatales se han dedi-
cado simplemente a documentar la 
realidad, a producir informes y diag-
nósticos, y no a generar acciones que 
produzcan impacto, que cambien 
realidades.

La procuraduría se ha encontrado 
con un panorama que considera muy 
grave: la persistencia de los mismos 
problemas de hace diez o quince 
años; entre ellos, la impunidad. Las 
graves violaciones contra los líderes 
y los defensores de los derechos hu-
manos ni se investigan ni se castigan. 
Tampoco se han depurado los archi-
vos de inteligencia.

Además, persisten y perduran desde 
hace décadas la estigmatización de 
los líderes sociales y la falta de idonei-
dad y efectividad de las medidas para 
la protección de las personas que li-
deran procesos sociales y defienden 
los derechos humanos, al igual que la 
falta de control territorial por parte 
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del Estado. Como este no controla el 
territorio, las regiones están sujetas 
a actores armados y delincuentes de 
diversa índole que atentan contra los 
líderes.

Un problema adicional es la insensi-
bilidad de la mayoría de la sociedad 
colombiana a la que parece no im-
portarle la protección de sus líderes 
y menosprecia su importancia como 
representantes de la comunidad en la 
ampliación y la profundización de la 
democracia.

Propuestas para salir 
de la crisis humanitaria

A la sociedad civil:

• Aunar esfuerzos para tener la ca-
pacidad de exigir con mayor rigor 
al Estado colombiano medidas 
y acciones contundentes para 
desmantelar las estructuras vio-
lentas paralelas al Estado o que 
operan dentro del mismo Estado 
y que afectan duramente a los 
líderes y defensores y a las comu-
nidades.

• Precisar las demandas hacia el 
Estado, analizar a fondo lo que 
tiene que ver con las acciones de 
protección y detallar la respuesta 
en términos de políticas públicas a 
corto, mediano y largo plazo. Por 
ejemplo, se necesita educación, 
se requiere construir una inter-
faz con la fuerza pública para 
superar las inercias del conflicto 
armado, es preciso aumentar los 
costos políticos y administrati-
vos para las autoridades territo-

riales donde los perpetradores 
tienen presencia y estructuras de 
poder y es imprescindible incluir 
una dinámica de responsabilida-
des para los mandos que tienen 
capacidad de decisión en esos te-
rritorios. El desafío no se limita a 
los sicarios sino que tiene que ver 
con las estructuras de poder.

• Hacer un llamado de atención 
al Estado: los líderes no pueden 
ser utilizados únicamente como 
puente para entrar al territorio. 
Dejarlos solos es exponerlos a 
una situación de vulnerabilidad. 
El Estado, por lo tanto, debe 
garantizarles acompañamiento 
permanente, y más aún, cuando 
son tan importantes para la la-
bor de diferentes entidades res-
ponsables de la implementación 
del acuerdo de paz.

• Persistir en este tema: no bajar 
la presión y desarrollar la ima-
ginación para rodear a los líderes 
y defensores. Es necesario con-
tinuar el diálogo, contribuir al 
intercambio y a la retroalimen-
tación, generar alternativas a las 
diversas causas de la violencia 
contra nuestros líderes y promo-
ver pactos regionales contra la 
estigmatización.

Al Estado colombiano:

• Producir un libro blanco en con-
 junto con las organizaciones so-

ciales y la comunidad internacio-
nal, para hacer un seguimiento a 
la situación de crisis por el asesi-
nato de los líderes sociales, una 



Cuadernos de ReD 4 · 9

evaluación de las respuestas del 
Estado y propuestas para futuras 
políticas públicas.

• Potenciar los mecanismos de au-
toprotección que ya existen en 
las comunidades indígenas (por 
ejemplo, las guardias indígenas 
cimarrona y campesina) o ini-
ciativas nuevas, como Colidéra-
te, que ha creado una aplicación 
para la protección de líderes 
sociales que emite un aviso y 
activa una alarma de atentado o 
de amenaza en el momento en 
que los afectados presionan un 
botón.

• Propiciar pactos regionales de no 
violencia y contra la estigmatiza-
ción y, sobre todo, materializar 
los pactos ya suscritos, en parti-
cular, el Pacto por la Vida de los 
Líderes Sociales firmado el 23 
de agosto en Apartadó.

• Liderar un gran pacto político o 
acuerdo nacional que se convierta 
en un programa de acción, una 
agenda programática de trans-
formación que dé respuesta a las 
urgencias nacionales, pero que 
también permita enfrentar de 

manera colectiva este problema 
en el largo plazo. Es decir, que no 
sea sólo una declaración firmada 
por todas las fuerzas políticas 
como se ha hecho en el pasado. 
Este acuerdo deberá incluir a 
diversos sectores políticos, eco-
nómicos, sociales y culturales, 
y la agenda común deberá con-
templar un seguimiento sólido 
y verificación de lo emprendido, 
pues la violencia contra los líde-
res no se resuelve desde una sola 
mirada sino que requiere sumar 
distintas visiones y perspectivas.

A la comunidad internacional:

• Involucrarse como «sombri-
llas internacionales contra la 
lluvia de balas»: que agencias 
internacionales tomen bajo su 
protección a organizaciones co-
munitarias y las cubran como 
una sombrilla.

• Aprovechar su presencia mediáti-
ca y su visibilidad para pronun-
ciarse contra la violencia contra 
líderes y lideresas, mediante la 
difusión de los resultados de las 
investigaciones que sobre el te- 
ma apoyen en los territorios.
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